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Referencia: Informe de objeciones Proyecto 

de ley número 207 de 2012 Cámara, 113 de 2013 
Senado, por medio de la cual se crea el Fondo de 

para el recaudo y administración de la Cuota de 

Estimados Senadores:
De la manera más respetuosa les presento la 

siguiente ponencia del proyecto de ley del Fondo 

las disposiciones contenidas 
en los artículos 18-2 y 20 del Proyecto de ley 
número 207 de 2012 Cámara, 113 de 2013 Senado, 
por medio de la cual se crea el Fondo de Fomento 

recaudo y administración de la Cuota de Fomento 
, para que 

se reconsidere incluir dentro del proyecto de ley, 
toda vez que estos recursos se destinarían en ayuda 

la búsqueda de programas y proyectos de inversión 
social e infraestructura física complementaria en 

de salubridad, seguridad alimentaria y de carácter 
industrial, así como en relación con la educación 
rural para lo cual es necesario la inversión social por 
parte del Estado la cual comprende, no solamente 
las apropiaciones destinadas a solucionar las 
necesidades básicas insatisfechas en los campos 

ambiental, el agua potable, y la vivienda, sino 
también las apropiaciones para bienestar general y el 
mejoramiento de la calidad de vida de la población, lo 
cual sería mucho más fácil de llevar acabo con estos 
recursos, la anterior solicitud se hace con base en la 
comunicación del Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público de quitar este recurso, lo preceptuado por 
el Consejo de Estado y las y las diferente normas 
que establecen como posible este requerimiento, en 
especial Nuestra Constitución Política:

Dice el Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
en comunicación enviada al doctor Fabio Raúl Amín 
Saleme.

“Respetado señor Presidente:
De la manera más atenta me permito manifestar 

Proyecto de ley 
número 207 de 2012 Cámara, 113 de 2013 Senado, 
por medio de la cual se crea el Fondo de Fomento 

recaudo y administración de la cuota de Fomento 
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 Consideraciones de inconstitucionalidad 
frente a las disposiciones contenidas en los artículos 
18-2 y 20 del proyecto de ley

siguiente:

(…)

o llegue a recaudar con ocasión de la disposición 

dispone lo siguiente:

ley rige a partir de su promulgación y deroga todas 

 de 

reza:

 Derogatoria tácita del artículo 108 de la Ley 
9ª de 1983

imponer como propios del Fondo de Fomento 

modi cándose sustancialmente toda la estructura 
del impuesto tanto en materia de causación, como 
de base gravable y determinación

un impuesto estructuralmente diferente al existente 

“la presente ley rige a partir de su promulgación y 

y los demás que sean 
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contrarios al contenido del decreto-ley dentro de los 

 Indebida interpretación de la ley por 
autoridad del legislador y violación del principio de 
seguridad jurídica

De acuerdo con la técnica utilizada por el 

implicaciones de inconstitucionalidad anteriormente 

de interpretar las leyes tiene limitaciones aún en 

incurre 
en un ejercicio indebido de una competencia 
constitucional que debe acarrear, como obvia 
consecuencia, la inexequibilidad de la norma 
respectiva.

, está afectado de una 
oscuridad tal que hace difícil su ejecución práctica

(Negrilla 
fuera de texto).

de su declaración en tanto afecta el principio de 

normas relacionadas con los impuestos el legislador 

recaudado con ocasión de la disposición contenida 

rige a partir de sus promulgación y deroga todas 
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retrotrayendo los efectos de la norma derogada 

de inconstitucionalidad de la primera interpretación 

un principio aceptado de antaño por la Corte 

términos:

el cual ocurrirá la solución del asunto sometido a 

 Prohibición de rentas nacionales de 
destinación especí ca

de constitucionalidad de esta naturaleza pueda 
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.
En cuanto a las observaciones hechas por parte 

del señor Ministro de Hacienda y Crédito Público, es 
de tener en cuenta lo siguiente:

1. Consideraciones de inconstitucionalidad 
frente a las disposiciones contenidas en los artícu-
los 18-2 y 20 del proyecto de ley

En cuanto el cambio de naturaleza jurídica del 
impuesto a las ventas existente al momento de 
expedición de la Ley 9ª de 1983, al denominado 
impuesto al valor agregado, es importante tener en 
cuenta lo siguiente:

a) No existe tributo sin ley y el gravamen sobre 
el impuesto a las ventas establecido para sacos de 

o importados, aparece con base al artículo 108 de la 
Ley 9ª de 1983, tal como al texto reza:

“Artículo 108. Los fondos provenientes del 
gravamen sobre el impuesto a las ventas establecido 

producidos en el país o importados se destinarán a 

”.
b) El Decreto 624 de 1989 en su artículo 1°, 

establece:
“Origen de la obligación sustancial. La obliga-

ción tributaria sustancial se origina al realizarse el 
presupuesto o los presupuestos previstos en la ley 
como generadores del impuesto y ella tiene por obje-
to el pago del tributo.”

Conforme con esta disposición surgen algunas 
características de la obligación tributaria sustancial:

- Se origina por la realización del hecho genera-
dor del impuesto. Nace de la ley y no de los acuerdos 
de voluntades entre los particulares. La Ley crea un 
vínculo jurídico en virtud del cual el sujeto activo o 
acreedor de la obligación queda facultado para exi-
girle al sujeto pasivo o deudor de la misma el pago 
de la obligación. La obligación tributaria sustancial 
tiene como objeto una prestación de dar consistente 
en cancelar o pagar el tributo.

En conclusión, la obligación tributaria sustancial 
nace de una relación jurídica que tiene origen en la 
ley, y consiste en el pago al Estado del impuesto 
como consecuencia de la realización del presupuesto 
generador del mismo. Para el caso en mención estos 
presupuestos legales están establecidos en la Ley 9ª 
de 1983, artículo 108.

c) El artículo 338 de nuestra Constitución Política 
establece:

“En tiempo de paz, solamente el Congreso, las 
asambleas departamentales y los consejos distrita-
les y municipales podrán imponer contribuciones 

-
vos o pasivos, los hechos y las bases gravables, y las 
tarifas de los impuestos…”

Lo anterior permite entender que al momento de 
expedir la Ley 9ª de 1983, en su artículo 108 rela-
cionado con el gravamen sobre el impuesto a las 
ventas establecido para sacos de polipropileno y 

bras sint ticas producidos en el país o impor-
tados, hace manifestación expresa de todos los ele-
mentos de la obligación tributaria sustancial como 
los son los sujetos activos o pasivos, los hechos 
generadores, las bases y las tarifas, es decir que no 
existe impedimento para el cobro y recaudo de dicho 
tributo.

De no ser así el Estado-DIAN, no tendría elemen-
tos legales para efectuar el cobro y recaudo de dicho 

fecha mayo 23 de 2011 dirigido al doctor Gustavo 
Amado López, Secretario General Comisión Quinta 

general Juan Ricardo Ortega.
d) Al cambiar el régimen del IVA a partir del 1° de 

jurídico al Fondo de Fomento Fiquero, puesto que 
la diferencia de pasar de un impuesto monofásico a 
gravar las diferentes fases de los ciclos de producción 
y distribución, el hecho generador sigue el mismo 
e igualmente los demás elementos de la obligación 
tributaria sustancial, de tal manera que sigue siendo 
mandato legal cobrar el gravamen, sobre el impuesto 
a las ventas establecido para sacos de polipropileno 

los 
producidos en el país o los sacos de polipropileno 
y bras sint ticas importados destinados a la di-
versi caci n de cultivos y comerciali aci n en las 
onas ueras a trav s de un fondo de fomento -
uero dependiente del Ministerio de Agricultura.

Por lo tanto a las autoridades tributarias por man-
dato legal les corresponde hacer el recaudo y hacer 
los correspondientes traslados a los entes ordenados 
por la ley.

Ahora la Constitución Nacional en su artículo 
228, determina la prevalencia del derecho sustancial 
sobre el formal, el cual contempla que en las actua-
ciones de la administración de justicia prevalecerá el 
derecho sustancial.

“La Administración de Justicia es función públi-
ca. Sus decisiones son independientes. Las actua-
ciones serán públicas y permanentes con las excep-
ciones que establezca la ley y en ellas prevalecerá 
el derecho sustancial. Los términos procesales se 
observarán con diligencia y su incumplimiento será 
sancionado. Su funcionamiento será desconcentrado 
y autónomo.”
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Este principio, busca que las formalidades no im-
pidan el logro de los objetivos del derecho sustancial, 
y siempre que el derecho sustancial se pueda cumplir 
a cabalidad, el incumplimiento o inobservancia de 
alguna formalidad, no debe ser causal para que el de-
recho sustancial no surta efecto. En otras palabras no 

Fondo de Fomento Fiquero, no es causal o disculpa 
legal para que no se efectuara el recaudo y se diera 

1983, artículo 108.
El principio de la prevalencia del derecho sustan-

cial sobre el formal, va de la mano con el principio 

Contencioso Administrativo, el cual contempla:

-
-

te formales y evitando decisiones inhibitorias. Las 
nulidades que resulten de vicios de procedimiento 
podrán sanearse en cualquier tiempo a petición del 
interesado”.

Es claro que todo funcionario público, debe ac-
tuar siempre considerando que las formalidades no 
pueden entorpecer la consecución del objetivo per-
seguido por una norma sustancial, tal como en forma 
expresa estipuló que el gravamen sobre el impuesto 
a las ventas establecido para sacos de polipropileno 

-

de Agricultura, tal como lo estipula en su espíritu la 
Ley 9ª de 1983, en su artículo 108.

2. Derogatoria tácita del artículo 108 de la Ley 
9ª de 1983

En cuanto a esta observación es preciso tener en 
cuenta lo siguiente:

Se denomina derogación, en Derecho, al proce-
dimiento a través del cual se deja sin vigencia a una 
disposición normativa, de acuerdo con lo establecido 
en el artículo 71 del Código Civil, la derogación de 
una ley puede ser tácita o expresa, y además puede 
ser total o parcial.

cual una ley posterior deja sin efectos una anterior; el 

que contempla unas clases de derogación.
Se entiende por derogación expresa aquella que 

se encuentra contenida en el cuerpo de la ley, es de-
cir, que la nueva ley enuncia que, una ley anterior o 
parte de ella queda derogada, además la derogación 
puede ser parcial pues solo parte de la ley anterior 
puede derogarse.

Por otro lado hay derogación tácita, cuando las 
disposiciones de la nueva ley que deroga no pueden 
concertarse con las de la ley anterior, es decir, que 
van en contravía con lo estableció en la ley anterior.

La derogatoria tácita, no necesariamente deroga 
toda la norma anterior, sino solo aquella parte que 
no sea posible conciliar. La derogatoria tácita deja 

vigente en la norma anterior todo aquel aspecto 
que no riña directamente con la nueva norma. Es 
por eso que se da el caso en que una norma puede 
seguir parcialmente vigente, porque mientras que no 
sea contraria a la nueva norma, la anterior seguirá 
vigente en los aspectos conciliables con la nueva. 
Esto no sucede con la derogatoria expresa, en la cual 
la totalidad de la norma anterior queda derogada.

Existe un principio constitucional muy antiguo 
(artículos 2° y 3° de la Ley 153 de 1887), que 
establece el principio de la prevalencia de la ley 
posterior, y viene a ser el principio que da sustento a 
la derogatoria tácita, toda vez que cuando se expide 
una nueva norma, esta derogará en la norma anterior 
lo que le sea contraria o se le oponga.

Esto supone la necesidad de confrontar, comparar 
la totalidad, el 100% de la norma anterior con la nueva 
para determinar qué aspectos o contenidos siguen 
vigentes y cuáles han sido derogados tácitamente. 
Se debe hacer una interpretación profunda de ambas 
leyes para poder concluir si opera o no la derogatoria 
tácita, todo lo anteriormente expuesto encuentra su 
sustento tanto en la ley como en la jurisprudencia 
que se transcribe a continuación:

“Ley 57 de 1887
DEROGACIÓN DE LAS LEYES
Artículo 71. Clases de derogación. La deroga-

ción de las leyes podrá ser expresa o tácita. Es ex-
presa, cuando la nueva ley dice expresamente que 
deroga la antigua.

Es tácita, cuando la nueva ley contiene disposi-
ciones que no pueden conciliarse con las de la ley 
anterior.

La derogación de una ley puede ser total o parcial.
Artículo 72. Alcance de la derogación tácita. La 

derogación tácita deja vigente en las leyes anteriores, 
aunque versen sobre la misma materia, todo aquello 
que no pugna con las disposiciones de la nueva ley.”

“LEY 153 DE 1887
Artículo 1°. Siempre que se advierta incongruencia 

en las leyes, ú ocurrencia oposición entre ley anterior 
y ley posterior, ó trate de establecerse el tránsito legal 
de derecho antiguo á derecho nuevo, las autoridades 
de la república, y especialmente las judiciales, 
observarán las reglas contenidas en los artículos 
siguientes.

Artículo 2°. La ley posterior prevalece sobre la 
ley anterior. En caso de que una ley posterior sea 
contraria á otra anterior, y ambas preexistentes al 
hecho que se juzga, se aplicará la ley posterior.

Artículo 3°. Estímase insubsistente una disposi-
ción legal por declaración expresa del legislador, ó 
por incompatibilidad con disposiciones especiales 
posteriores, ó por existir una ley nueva que regula 
íntegramente la materia á que la anterior disposición 
se refería.

(…)
Artículo 11. Los decretos de carácter legislativo 

expedidos por el gobierno á virtud de autorización 
constitucional, tienen completa fuerza de leyes.
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Artículo 12. Las órdenes y demás actos 
 expedidos en ejercicio de 

la potestad reglamentaria, 
y serán aplicados mientras no sean contrarios á la 

 ni a la doctrina legal más 
probable.” Subrayado fuera de texto.

“Sentencia C-901/11
DEROGACIÓN NORMATIVA-

DEROGACIÓN EXPRESA- DERO-
GACIÓN TÁCITA- DEROGACIÓN 
ORGÁNICA-Concepto

La derogación no afecta tampoco ipso iure la 

normas derogadas cuando estas siguen produciendo 

cumple una función de exclusión desde el momento 

caso el precepto sigue amparado por una presunción 

una disposición no se está frente a una omisión del 

originarse en una declaración genérica en la cual se 

Es claro que el poder legislativo o los organis-
mos, encargados de realizar los cambios en las leyes 
o normas, tienen poder para promulgarlas y ultimar-
las. Por lo tanto, el poder legislativo puede promul-
gar y derogar normas con rango de ley, al igual que el 
poder ejecutivo puede promulgar y derogar normas 
con rango reglamentario, y que el poder ejecutivo 
no tiene el poder de derogar de manera alguna las 
normas emitidas por el poder legislativo por el nivel 
jerárquico de las normas que le están dadas emitir a 
cada uno. Lo cual es completamente claro a la luz del 
artículo 12 de la Ley 153 de 1887 cuando dice:

Artículo 12. Las órdenes y demás actos 
 expedidos en ejercicio de 

la potestad reglamentaria, 
y serán aplicados mientras no sean contrarios á la 

 ni a la doctrina legal más 
probable.

Ahora bien, de todo lo anteriormente expuesto es 
completamente claro que la objeción de derogación 
tácita no es admisible ni procedente, toda vez 
que sobre el artículo 108 de la Ley 9ª de 1983, de 
manera alguna se ha emitido norma del mismo 

encuentre en contradicción del mismo hasta la fecha.
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Todo lo contrario de acuerdo a lo expresado por 
el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, y lo 
preceptuado en cuanto a la derogación tácita sí es 
evidente que el Decreto-ley 3541 de 1983 en lo 
referente a la reglamentación del artículo 108 de la 
Ley 9ª de 1983, sí estaría derogado de manera tácita 
por el Decreto número 3107 de 1985, (octubre 25), 
toda vez que son del mismo rango jerárquico y el 
Decreto 3107 de 1985 es una norma posterior de 
la cual se transcribe algunos apartes al igual que 
del Decreto 3541 de 1983 y con solo comparar el 

DECRETO 3541 DE 1983
(Diciembre 29)
Diario cial número 36.452, del 18 de enero 

de 1984
MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO 

PÚBLICO

régimen del impuesto sobre las ventas.
EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE 

COLOMBIA,
En ejercicio de las facultades extraordinarias que 

53 de la Ley 9ª de 1983,
(…)

“DECRETO NÚMERO 3107 DE 1985
(octubre 25)

Asesor.
El Presidente de la República de Colombia, en 

uso de las facultades que le otorga el ordinal 3° 
del artículo 120 de la Constitución Nacional y el 
Decretoley 133 de 1976,

DECRETA:
Artículo 1°. Dependiente del Ministerio de 

Fomento Fiquero creado por el artículo 108 de la 
Ley 9ª de 1983.

 (…)
Artículo 2°. Forman parte del Fondo, los recursos 

provenientes de Impuesto a las Ventas establecido o 
que se establezca para los sacos de polipropileno y 

los que le asigne el Gobierno a través del Presupuesto 
Nacional, lo mismo que el producto de los créditos 

texto)”
(…)
Artículo 10. El presente decreto rige desde la 

fecha de su publicación y deroga las disposiciones 
que le sean contrarias.

Publíquese, comuníquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. E., a 25 de octubre de 1985.

BELISARIO BETANCUR

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,
.

El Ministro de Agricultura,
.

También es claro que el espíritu del legislador, 

del cambio técnico de la estructura del impuesto y 
en el desarrollo de la norma por medio del decreto 
reglamentario previo dicha situación en su artículo 
segundo cuando dice:

Artículo 2°. Forman parte del Fondo, los recursos 
provenientes de Impuesto a las Ventas establecido o 
que se establezca para los sacos de polipropileno y 

los que le asigne el Gobierno a través del Presupuesto 
Nacional, lo mismo que el producto de los créditos 

texto)”.
El artículo 108 de la Ley 9ª de 1983, ni su decreto 

reglamentario no han sido declarados inexequibles 
por el Consejo de Estado, por la Corte Constitucional, 
ni derogado de forma expresa o tácita por una norma 
posterior, por lo que entonces, se concluye, es 
norma actualmente vigente y aplicable de acuerdo 
a lo expresado CONSEJO DE ESTADO, SALA 
DE CONSULTA Y SERVICIO CIVIL, Consejero 
ponente: JAVIER HENAO HIDRÓN, Santa Fe 
de Bogotá, D. C., dieciocho (18) de junio de mil 
novecientos noventa y seis (1996).

En cuanto a la aplicabilidad del artículo 108 de 
la Ley 9ª de 1983, de acuerdo al artículo 359 de la 
constitución política se tiene que tener en cuenta lo 
siguiente:

La norma establece:
“LEY 9a DE 1983

(junio 15)
Diario cial número 36.274, del 15 junio de 1983.

(…)
Artículo 108. Los fondos provenientes del 

gravamen sobre el impuesto a las ventas establecido 

producidos en el país o importados se destinarán a 

Mediante el Decreto 3107 de 1985, el Gobierno 
Nacional, reglamentó el Fondo de Fomento Fiquero 
creado por el artículo 108 de la Ley 9ª de 1983 y 
dispuso:

“– Que del Fondo formarán parte “los recursos 
provenientes del impuesto a las ventas establecido o 
que se establezca para los sacos de polipropileno y 

los que le asigne el Gobierno a través del presupuesto 
nacional, lo mismo que el producto de los créditos 
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lo cual podrá realizar las siguientes actividades: 

de investigación y transferencia de tecnología; 
programas de mejoramiento de las condiciones 
de salubridad, seguridad industrial y educación, 

y programas de fomento para el fortalecimiento de 
las asociaciones o cooperativas de productores de 

– Que tendrá un Consejo Asesor integrado por 
el Ministro de Agricultura y los gerentes generales 
de la Caja Agraria, el Idema, el SENA, el ICA, el 
Incora, el Director del Programa de Desarrollo 
Rural Integrado y por delegados de la Asociación 
Nacional de Fiqueros, la Asociación de Fiqueros 
Independientes de Nariño y el Sindicato de Fiqueros 
del Cauca.

– Que la operación y funcionamiento del Fondo 
estará a cargo del Fondo de Fomento Agropecuario 
del Ministerio de Agricultura, cuyo director elaborará 
cada año antes del 1º de octubre, el Plan de Ingresos 
y Gastos del Fondo por programas y proyectos, para 
el año inmediatamente siguiente, y

– Que corresponde a la Contraloría General de la 

APLICACIÓN OBLIGATORIA DEL 
ARTÍCULO 108 DE LA LEY 9a DE 1983

Ahora bien, independientemente de la vigencia 
del artículo 108 de la Ley 9ª de 1983, puede ocurrir 
que esta disposición no pudiera aplicarse si vulnera 
normas superiores, en particular la Constitución 
Nacional.

En efecto, con la entrada en vigencia de la 
Constitución de 1991, surgió el interrogante sobre 
si el artículo 108 de la Ley 9ª de 1983 vulneraba el 
artículo 359 de la Constitución Nacional, según el 

entre otras, las destinadas a inversión social. En caso 

estudio, por mandato del artículo 4º de la Constitución 
Nacional, se presentaría una inconstitucionalidad 
sobreviniente que impediría su aplicabilidad.

Precisamente, este interrogante fue consultado 
por la entonces Ministra de Agricultura y resuelto por 
el CONSEJO DE ESTADO, SALA DE CONSULTA 
Y SERVICIO CIVIL, Consejero ponente: JAVIER 
HENAO HIDRÓN, Santa Fe de Bogotá, D. C., 
dieciocho (18) de junio de mil novecientos noventa 
y seis (1996). Que se cita:

“La señora Ministra de Agricultura y Desarrollo 
Rural, después de recordar que el Fondo de Fomento 
Fiquero, dependiente del ministerio a su cargo, fue 
creado por el artículo 108 de la Ley 9ª de 1983 
con los recursos provenientes del gravamen sobre 

el impuesto a las ventas establecido para sacos de 

país o importados, y con el objeto de destinarlos a la 

dado dos interpretaciones: una, en el sentido de que 
frente a la Constitución Política de 1991, continúa 
vigente, guardando armonía con lo dispuesto en su 
artículo 359, por cuanto las normas que regulan el 
Fondo prevén que el producto del impuesto a las 
ventas establecido para sacos de polipropileno y 

actividades que constituyen inversión social; la otra 
interpretación, en cambio, apunta a señalar que las 
actividades hacia donde se destinarían los recursos 
del mencionado Fondo no son inversión social y, en 
consecuencia, el contenido del artículo 108 de la Ley 
9ª de 1983 contraría lo dispuesto en el artículo 359 
de la Carta Política, según el cual no habrá rentas 

otras, las destinadas a inversión social.
Debido a las dos interpretaciones existentes en 

torno a la constitucionalidad del Fondo de Fomento 
Fiquero y, además, a la importancia que representa 

“se asocia con regiones y municipios donde una 
alta proporción de la población se encuentra bajo 
condiciones de pobreza extrema, necesidades 
básicas insatisfechas, miseria y vulnerabilidad”, la 
señora Ministra pregunta a la Sala, concretamente lo 
siguiente:

“Con posterioridad a la vigencia de la Constitución 
Política de 1991, los recursos provenientes del 
gravamen sobre el impuesto a las ventas establecidos 

producidos en el país o importados, de que trata el 
artículo 108 de la Ley 9ª de 1983, deberán ser girados 

esta misma disposición, para ser destinados a la 
ejecución de las actividades previstas en las normas 
que lo regulan”

(…)

La Constitución de 1991, en su artículo 359, 
dispuso que “no habrá rentas nacionales de destinación 

a) Las participaciones previstas en la Constitución 
en favor de los departamentos, distritos y municipios;

b) Las destinadas para inversión social;
c) Las que, con base en leyes anteriores, la Nación 

asigna a entidades de previsión social y a las antiguas 
intendencias y comisarías.

La prohibición respecto de las rentas nacionales de 

de 1991, obedeció a dos propósitos fundamentales: 
el de proteger las transferencias a las entidades 
territoriales, a que hacen referencia los artículos 
inmediatamente anteriores (356 a 358), mediante 
la incorporación de aquellas rentas al monto global 
del Presupuesto General de la Nación, pues de lo 
contrario quedarían sujetas dichas transferencias a 
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una impredecible disminución de su valor; y el de 
impedir que la afectación de determinadas rentas 

público.
Conforme al criterio de la Corte Constitucional, 

se aplica a los ingresos corrientes del Estado que 
entran a formar parte del Presupuesto General de la 
Nación. Por tanto, excluye no solamente las rentas de 
carácter territorial, sino también las contribuciones 

un sistema jurídico especial, distinto del consagrado 
para los ingresos tributarios de la Nación.

De ahí que las rentas nacionales de destinación 

naturaleza tributaria o impuestos. Para la Corte, “el 
concepto de rentas evoca el de impuestos”, y, además, 
de darse una interpretación extensiva, sería difícil 
entender cómo podrían aplicarse las disposiciones 
constitucionales referentes a la descentralización por 
servicios.

III. Inversión social
La destinación de rentas para inversión social 

constituye una excepción a la norma constitucional 
(artículo 359) que prohíbe la existencia de rentas 

Concebida en el marco del estado social de 
derecho (artículo 1º), la inversión social es elemento 

objetivos comprenden el bienestar general y el 
mejoramiento de la calidad de vida de la población 
(artículo 366).

del Estado, será objetivo fundamental de la actividad 
de este, la solución de las necesidades insatisfechas 
de salud, de educación, de saneamiento ambiental 
y de agua potable. Como consecuencia, el gasto 
público social tendrá preferencia sobre cualquier 
otra asignación en los planes y presupuestos de la 
Nación y de las entidades territoriales, excepto en los 
casos de guerra exterior o por razones de seguridad 
nacional (artículos 350 y 366).

Componente primordial de la Ley de 

por la ley orgánica respectiva como aquel cuyo 
objetivo es la solución de las necesidades básicas 
insatisfechas de salud, educación, saneamiento 
ambiental, agua potable, vivienda, y las tendientes 
al bienestar general y al mejoramiento de la calidad 
de vida de la población, “programados tanto en 
funcionamiento como en inversión” (artículo 17 de 
la Ley 179 de 1994).

La inversión social por parte del Estado 
comprende, en consonancia con los criterios 
expuestos, no solamente las apropiaciones destinadas 
a solucionar las necesidades básicas insatisfechas 

el saneamiento ambiental, el agua potable, y la 
vivienda, sino también las apropiaciones para 
bienestar general y el mejoramiento de la calidad de 

vida de la población, y abarca por igual, dentro del 
marco que se deja delimitado, los gastos de inversión 
y los de funcionamiento.

IV. El Fondo de Fomento Fiquero y el gasto 
público social

Por provenir de un impuesto, el impuesto a 
las ventas -hoy en día conocido con el nombre de 
impuesto al valor agregado, IVA- cuyo producido 
pertenece a la Nación, si bien esta debe transferir un 
porcentaje del mismo a las entidades territoriales, las 
rentas que se obtienen de la producción o importación 

Subrayado fuera de texto).
A diferencia de los recursos que han servido 

para la constitución de diferentes fondos destinados 
al fomento de la agroindustria (el Fondo Nacional 
de Arroz, el Fondo Nacional Cerealista, el Fondo 
Nacional del Cacao, el Fondo Nacional Avícola, el 
Fondo de Fomento Panelero, el Fondo de Fomento 
de la Agroindustria Palmera...), que tienen su origen 

lo soportan los respectivos cultivadores para después 

federaciones a que pertenecen y están manejados 
al margen del presupuesto general de la Nación, los 
recursos del Fondo de Fomento Fiquero provienen 
de un impuesto que se paga por la generalidad de 
las personas que importan o adquieren sacos de 

en cuenta especial por el Ministerio de Agricultura. 
Pero hay un aspecto esencial de coincidencia: 
los recursos así obtenidos tienen una destinación 

de la prohibición establecida por el artículo 359 de 
la Constitución; esta es la conclusión a que llega 
la Corte Constitucional en la sentencia a que se ha 
hecho referencia.

Respecto de los recursos del Fondo de Fomento 

constituyen rentas nacionales. Por eso resulta 
ineludible su inclusión dentro del concepto de 

trae el precitado artículo constitucional; solamente 
la opción de demostrar que se destinan a inversión 

jurídicamente su existencia.
Los objetivos del Fondo de Fomento Fiquero 

consisten en mejorar las condiciones económicas 

salubridad, seguridad industrial y educación de 

Decreto 3107 de 1985 en sus artículos 1º y 3º. Si 
bien la norma es anterior a la Constitución de 1991, 
hoy en día encuentra sustento en la prioridad que 
otorga el artículo 65 de esta al desarrollo integral 
de las actividades agrícolas, pecuarias, pesqueras, 
forestales y agroindustriales.
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su sinónima, la palabra cabuya, de origen caribe, 
se hace alusión en el lenguaje popular de la región 

36%; Nariño, 30%; Santander, 14%; Antioquia, 
12% y Boyacá, 6%; departamentos que representan 
un segmento de 15.000 familias de artesanos. 
Concretamente en Santander, el índice de pobreza, de 
suyo alto (39%), se agudiza en el sector rural (69%) 
y afecta a 103.000 habitantes, que corresponden al 
40% de la población rural.

De manera que los recursos del Fondo de Fomento 

en las actividades fundamentales de la inversión 
social (salud, educación, saneamiento ambiental, 
agua potable, vivienda), sí se enmarcan dentro de 
la tendencia al bienestar general y al mejoramiento 

sociales reconocidas por la Constitución Política 
(artículo 366) y el Decreto 111 de 1996, por el cual 
se compilan las Leyes 38 de 1989, 79 de 1994 y 225 
de 1995 para conformar el Estatuto Orgánico del 
Presupuesto (artículo 41).

En tal sentido, la Sala considera que los objetivos 
del Fondo de Fomento Fiquero, expresados en los 
artículos 108 de la Ley 9ª de 1989 y 1º y 3º del 
Decreto 3107 de 1985 no pugnan con los principios 
orientadores del artículo 359 de la Constitución.

En mérito de lo expuesto, la Sala responde:
Los recursos provenientes del gravamen sobre 

el impuesto a las ventas establecido para sacos de 

país o importados, de que trata el artículo 108 de 
la Ley 9ª de 1983, deben ser girados al Fondo de 
Fomento Fiquero creado por esta misma disposición, 
para ser destinados a las actividades previstas en las 
normas que lo regulan, por considerarse que dichas 
actividades están comprendidas dentro del concepto 

y la ley orgánica de presupuesto.” (Resaltado fuera 
de texto original).

Como se puede observar el Consejo de Estado ya 
se pronunció ante el cambio de naturaleza jurídica 
del impuesto a las ventas existente al momento de 
expedición de la Ley 9ª de 1983 (impuesto a las 
ventas – hoy en día conocido con el nombre de 
impuesto al Valor Agregado, (IVA)), y al uso de este 
recurso generando por el artículo 108 de la ley 109 
de 1983, por considerarse que dichas actividades 
están comprendidas dentro del concepto de inversión 

Orgánica de Presupuesto.
3. Indebida interpretaci n de la ley por auto-

ridad del legislador y violaci n del principio de 
seguridad jurídica

“Artículo 20.  La presen-
te ley rige a partir de su promulgación y deroga to-
das las disposiciones que le sean contrarias. Dejando 

vigente el contenido del artículo 108 de la Ley 9ª de 
1983. Subrayado fuera de texto.

Ahora bien, en cuanto a una Indebida interpretación 
de la ley por autoridad del legislador y violación 
del principio de seguridad jurídica, por el texto del 

por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, 
en cuanto a que la norma se encuentra derogada, 
quedan sin ninguna validez toda vez que como ya 
se evidenció el artículo 108 de la Ley 9ª de 1983, 
está vigente al igual que su decreto reglamentario 
de acuerdo a lo preceptuado por el CONSEJO DE 
ESTADO, SALA DE CONSULTA Y SERVICIO 
CIVIL, Consejero ponente: JAVIER HENAO 
HIDRÓN, Santa Fe de Bogotá, D. C., dieciocho (18) 
de junio de mil novecientos noventa y seis (1996) y 
la normatividad expuesta.

4. Pro ibici n de rentas nacionales de destina-
ci n especí ca

Esta apreciación también queda sin piso de 
acuerdo a lo preceptuado por el CONSEJO DE 
ESTADO, SALA DE CONSULTA Y SERVICIO 
CIVIL, Consejero ponente: JAVIER HENAO 
HIDRÓN, Santa Fe de Bogotá, D. C., dieciocho (18) 
de junio de mil novecientos noventa y seis (1996) y 
la normatividad expuesta.

No se requieren más argumentos para concluir 
que el artículo 108 de 1993, además de estar vigente, 
es de obligatorio cumplimiento por no vulnerar la 
Constitución Nacional, todo lo contrario se ata a esta 
en diferentes artículos, por lo que incluir estos recursos 

completamente legal y constitucionalmente viable, 
además que con ello se da un verdadero sentido de 
inversión social y en cierta forma de reparación a 

ambiente que se ha visto afectado con el propínelo 

mejor ecosistema para el futuro de nuestros hijos, 
que son los que van a tener que enfrentar de forma 
drástica las consecuencias de la afectación de nuestro 
ecosistema.

Como Senador de la República tengo un 

colombianos.
Atentamente,
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INFORME DE PONENCIA PRIMER 
DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 

52 DE 2014 SENADO
por la cual se otorga reconocimiento 

creando est mulos de las Juntas 
Administradoras Locales del pa s se r ne su 
funcionamiento y se dictan otras disposiciones
Doctor
Juan Manuel Galán Pachón
Presidente Comisión Primera
Honorable Senado dela República
E. S. M.
Referencia: Informe de ponencia primer debate 

al Proyecto de ley número 52 de 2014 Senado, por 
la cual se otorga reconocimiento creando est mulos a 

de las Juntas Administradoras Locales 
del pa s se r ne su funcionamiento y se dictan 
otras disposiciones

En los siguientes términos rindo el informe de 
primer debate del proyecto de la Referencia.

1. OBJETO DEL PROYECTO
La nalidad del proyecto es crear estímulos 

económicos para los Miembros de las Juntas 
Administradoras Locales del país que asistan a las 
sesiones plenarias y de las comisiones permanentes  
a que sean convocados, lo anterior conforme a la 
categoría del Municipio y exceptuando lo establecido 
para Bogotá.

Este objeto se desarrolla en ocho artículos, que 
implican las siguien iones, 
a saber:

ión y adición al artículo 42 de la Ley 
1551 de 2012.

• Adición a la Ley 1551 de 2012, nición 
de honorarios a los ediles o comuneros y conforme a 
la categoría de los municipios.

• Determinación de periodos de sesiones ordinarias 
y forma de convocatoria a reuniones extraordinarias 
en cada periodo.

• Decreto de acuerdos comunales y obligación 
de cumplimiento en la respectiva jurisdicción o 
circunscripción electoral, los cuales serán avalados 
por el respectivo corregidor y aprobados por el 
alcalde Municipal.

1994. Iniciativa proyectos de Acuerdo Comunal.
• Aplicación analógica de la normas en materia 

de funcionamiento en lo previsto para los Concejos 
Municipales del país.

2. CONSIDERACIÓN GENERAL
La Constitución Política de 1991 atribuyó a las 

Juntas Administradoras Locales, funciones para el 
desarrollo de los Municipios en Colombia. Es así 
como el artículo 318 de la Carta Política le atribuye 
funciones concernientes con los planes y programas 

municipales de desarrollo económico y social y de 
obras públicas, como también vigilar y controlar la 
prestación de los servicios municipales en su comuna 
o corregimiento y las inversiones que se realicen con 
los recursos públicos, además de lo concerniente a la 
distribución de las partidas globales que les asigne el 
presupuesto municipal.

Este marco constitucional otorga a los miembros 
de las Juntas Administradoras Locales la calidad de 
servidores públicos (artículo 123 C. P.) y en virtud de 
lo anterior, adquieren toda una serie de atribuciones 
y calidades propias del contexto normativo público, 
como el escenario donde las diversas corporaciones 
desarrollan sus actividades.

De la comparación entre lo dispuesto por el 
artículo 119 inciso segundo de la Ley 136 de 1994 y 
el artículo 72 del Decreto 1421 de 1993, respecto de 
la remuneración de esta clase de servidores, aparece 
que mientras los ediles de las Juntas Administradoras 
Locales de las comunas y corregimientos de los 
demás municipios prestan sus servicios ad honórem, 
los integrantes de las Juntas Administradoras en el 
Distrito Capital, tienen derecho al pago de honorarios 
por su asistencia a las sesiones plenarias y a las 
comisiones permanentes a las que concurran como 
ediles.

Por su parte la Sentencia C-
concepto respecto de la posibilidad de remuneración 
a los miembros de las Juntas Administradoras 
Locales.

JUNTA ADMINISTRADORA LOCAL-
Remuneraci n de los miembros

En irtud de no r l constituyente 
el ca ediles 

ros de las Juntas Administradoras Locales
para los demás municipios ni en 

los art itución para las 
Juntas Administradoras Locales del Distrito Capital
el legislador
se encontr

manera remunerada o en forma ad sin 

autoriza al legislador para 

importancia 
y señalar 

distinto régimen para su organización
administración”

en algunos municipios tengan remuneración los 
inistradoras Locales 

s
sus recursos presupuestal

entonces tes de elección 
popular l

P O N E N C I A S
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ra pueda aducirse una 

En virtud de lo anteriormente expuesto, es viable 
la consideración del Congreso de la República a la 
presente iniciativa Legislativa para su discusión y 
aprobación.

PROPOSICIÓN
En virtud de las consideraciones anteriormente 

expuestas, solicitamos a la Honorable Comisión 
Primera Constitucional del Senado dar primer debate 
del Proyecto de ley número 52 de 2014 Senado, por 
la cual se a 

ros de las Juntas Administradoras Locales 
del pa s se y se dictan 
otras disposicione  conforme al texto original del 
proyecto.

Atentamente,

* * *
INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO 
DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 

84 DE 2013 SENADO

desarrollarán con los Planes de Ordenación y 

1. TRÁMITE DEL PROYECTO
El Proyecto de ley número 84 de 2013 Senado, 

, es una 
iniciativa del honorable Senador 

, que conforme a la materia es del resorte de 
la Comisión Quinta del Senado a la que correspondió 
su conocimiento y en la cual se radicó Ponencia para 
primer debate, aprobada por unanimidad.

En virtud que, los ponentes de este proyecto no 
hacen parte de la actual legislatura, por la meza 
directiva de la Comisión Quinta de Senado, se 
reasignó como ponente para segundo debate ante 
Plenaria del Senado, a la infraescrita.

2. OBJETO DEL PROYECTO
El proyecto a consideración de la Honorable 

Plenaria del Senado, tiene como objeto principal, 

y de desarrollo territorial obviamente, como soporte 
para el licenciamiento ambiental, en aras de una 

mayor proyección y utilidad del Sistema Nacional 
Ambiental (SINA).

3. MARCO NORMATIVO
Constitucional
Artículo 8°. El deber de protección del Estado y 

las personas, a las riquezas culturales y naturales
Artículo 79. El derecho a gozar de un ambiente 

sano; la participación comunitaria en decisiones 
que puedan afectarlo; y el deber de protección del 
Estado a la diversidad e integridad del ambiente, 
conservación de áreas de importancia ecológica y su 

Artículo 80.
el manejo y aprovechamiento de los recursos 
naturales para garantizar su desarrollo sostenible, 
su conservación, restauración o sustitución; la 
prevención y control referentes de deterioro 
ambiental, la imposición de sanciones, de reparación 
de agravios; así como la cooperación e intercambio 
con la comunidad internacional para la protección de 
los ecosistemas en las zonas fronterizas.

La Constitución Política, impone deberes y 
derechos que apuntan a la protección del medio 
ambiente. Y propugna la salvaguarda y armonía del 
ecosistema y de la naturaleza, que por ser un derecho 
y obligación de todos, hace a las personas y al Estado 
sujetos obligados en procura de tales garantías y 
controles.

Legal y reglamentario
La Ley 99 de 1993

Sistema Nacional Ambiental y su instrumentación 

territorial y su categorización. Y para el desarrollo 

funciones ambientales, sus procedimientos. Siendo 
el principal orientador a nivel nacional de la 
gesti n ambiental pública es la Política Nacional 
Ambiental y las líneas del Plan Nacional de 
Desarrollo.

Finalmente, concretándose en:
La Política Nacional Ambiental, según cada Plan 

de Desarrollo
Las Políticas Ambientales Sectoriales
Política vigente del Ministerio de Medio 

Ambiente: Ordenamiento Integrado y Desarrollo 
Sostenible de las ZC, Nacional de Biodiversidad, 
para la Gestión de la Fauna Silvestre, Política de 
Bosques, Política para la consolidación del Sistema 
Nacional de áreas protegidas, Política de Educación 
Ambiental, Política para la formación ciudadana en 
la Gestión Ambiental, Política de producción más 
limpia, Política para la Gestión Integral de Residuos 
Sólidos, Política Nacional de Manejo Integral de 
Residuos Sólidos, Lineamientos de Política para el 
Uso y Manejo de Plaguicidas, Lineamientos para la 
Política de Ordenamiento Ambiental del Territorio, 
Lineamientos Ambientales para la Gestión Urbano-
Regional en Colombia, Lineamientos de Política 
para el Manejo Integral del Agua, Lineamientos de 
Política para Humedales Interiores en Colombia, 
Lineamientos de Política Ambiental para el 

azamora
Resaltado
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Desarrollo Urbano, Lineamientos de una Política de 
Participación Ciudadana en la Gestión Ambiental, 
Bases para una Política de Población y Medio 
Ambiente, Estrategias para un Sistema Nacional de 
Áreas Protegidas.

A nivel regional, son las autoridades ambientales 
las responsables de su despliegue por medio de 
Plan de Gesti n Ambiental Regional y el Plan 
de Acci n Ambiental Regional; en el ámbito 
municipal se re eja en su Plan de Ordenamiento 
Territorial (POT), Plan Básico de Ordenamiento 
Territorial (PBOT- o EOT) (Plan Decenal), el Plan 
de Desarrollo Municipal, los Planes Sectoriales y el 
Plan de Acción Ambiental Local.

En las Corporaciones Aut nomas Regionales se 

formulación de los POT ofrecidos por el Ministerio 
de Desarrollo y el IGAC y las directrices de las 
CAR para la formulación de estos Planes, la Guía 
para la Formulación de planes de Acción Ambiental 
Municipal, las cartillas, manuales, protocolos y las 
guías administrativas, metodológicas, técnicas, 

y proyectos principales para la institución: Plan de 
Acción de la CAR, Plan de Gestión Ambiental 
Regional (PGAR), Plan de Ordenación y Manejo de 
Cuencas, Planes de Ordenamiento Territorial (POT) 
de la región de la jurisdicción, Planes de Gestión 
del Riesgo, Plan de Compras Institucional, Plan de 
Capacitación Institucional

Plan de Ordenaci n y Manejo de Cuencas
Dentro de estos está el Plan de Ordenación y 

Manejo de Cuencas; estos planes están reglamentados 
por el Decreto 1729 de 2002 de la Presidencia de 
la República con respecto a la Parte XIII, Título 2, 
Capítulo III del Decreto-ley 2811 de 1974 sobre 

del artículo 5° de la Ley 99 de 1993 donde tiene por 
objeto principal el planeamiento del uso y manejo 
sostenible de sus recursos naturales renovables, 
de manera que se consiga mantener o restablecer 
un adecuado equilibrio entre el aprovechamiento 
económico de tales recursos y la conservación 
de la estructura físico-biótica de la cuenca y 
particularmente de sus recursos hídricos.

La ordenación así concebida constituye el marco 

dirigidos a conservar, preservar, proteger o prevenir 

la respectiva autoridad ambiental competente o la 
comisión conjunta.

La jurisprudencia de la Corte Constitucional 

Ambiental:
i) Es una autorización que otorga el Estado para 

la ejecución de obras o la realización de proyectos o 
actividades que puedan ocasionar un deterioro grave 
al ambiente o a los recursos naturales o introducir 

artículo 49);

ii) Tiene como propósitos prevenir, mitigar, 
manejar, corregir y compensar los efectos ambientales 
que produzcan tales actividades;

iii) Es de carácter obligatoria y previa, por lo que 
debe ser obtenida antes de la ejecución o realización 
de dichas obras, actividades o proyectos;

iv) Opera como instrumento coordinador, 

mediante el cual el Estado cumple diversos mandatos 
constitucionales, entre ellos proteger los recursos 
naturales y el medio ambiente, conservar áreas de 
especial importancia ecológica, prevenir y controlar 
el deterioro ambiental y realizar la función ecológica 
de la propiedad;

v) Es el resultado de un proceso administrativo 
reglado y complejo que permite la participación 

aplicación del derecho a la consulta previa si en la 

existen asentamientos indígenas o afrocolombianos;
vi) Tiene simultáneamente un carácter técnico 

y otro participativo, en donde se evalúan varios 
aspectos relacionados con los estudios de impacto 
ambiental y, en ocasiones, con los diagnósticos 
ambientales de alternativas, en un escenario a su vez 

vii) Se concreta en la expedición de un acto 
administrativo de carácter especial, el cual puede ser 

e incluso revocado sin el consentimiento previo, 
expreso y escrito de su titular, cuando se advierta el 
incumplimiento de los términos que condicionan la 

funciona como garantía de intereses constitucionales 
protegidos por el principio de prevención y demás 
normas con carácter de orden público.

Así, mediante el proceso de licenciamiento 
ambiental se evalúan los posibles impactos 
que los proyectos, obras o actividades puedan 
generar, constituyéndose en uno de los principales 

Colombia, que responde al papel de interventor 
del Estado en los procesos de desarrollo, con el 

vida y el adecuado manejo del ambiente. Este es un 
mecanismo de comando y control que corresponde al 
ejercicio de la autoridad ambiental y que, según los 
precedentes internacionales, requiere de proyectos 
que previamente cuenten con evaluación de impacto 
ambiental.

Pero cuando es así el proceso de licenciamiento 
ambiental, no se tienen en cuenta todos los 
instrumentos de plani caci n como son los 
Planes de Ordenaci n y Manejo de Cuencas 

idrográ cas (POMCA); por ello este proyecto de 
ley busca ue la autoridad ambiental estable ca 
un certi cado de congruencia para toda licencia 
ambiental.
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CONTENIDO DEL PROYECTO
El proyecto de ley está distribuido en cinco (5) 

artículos de los cuales el primero establece el objeto 
de la ley, el segundo está compuesto de dos parágrafos 

de compatibilidad como  del 

las medidas de compensación, el cuarto y el quinto 
reglamentan la implementación y su vigencia.

PROPUESTA DEL PROYECTO
En concordancia con lo expresado en la presente 

exposición de motivos, el presente proyecto de ley 
pone a consideración del legislativo, la regulación 
para que la autoridad ambiental estable ca un 
certi cado de congruencia para toda licencia 
ambiental, en aras de cumplir con la responsabilidad 
que le ha sido entregada a esta generación en materia 
ambiental.

PROPOSICIÓN
A la honorable Plenaria del Senado, presento 

ponencia positiva y se propone dar debate al Proyecto 
de ley número 84 de 2013 Senado, por medio de la 

certi cación de compatibilidad de 

dictan otras disposiciones.

TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO 
DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 

84 DE 2013 SENADO

desarrollarán con los Planes de Ordenación y 

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. La presente ley 
tiene por objeto establecer ue todos los proyectos, 
obras y actividades ue solicitan la obtenci n de 
la Licencia Ambiental, deben presentar como 
re uisito el certi cado de compatibilidad con 
los Planes de Ordenaci n y Manejo de Cuencas 

idrográ cas (Pomca) en el territorio nacional, en 
concordancia con lo establecido en el artículo 23 del 
Decreto 1640 de 2012.

Artículo 2°. Los 
proyectos, obras y actividades que se encuentren 
sujetos de la obtenci n de la Licencia Ambiental, 
en el marco de lo establecido en los artículos 7°, 
8° y 9° del Decreto 2820 de 2010 o las normas 

deben presentar 
como re uisito del proceso de licenciamiento el 
certi cado de compatibilidad con los Planes de 
Ordenaci n y Manejo de Cuencas idrográ cas 
(Pomca) en el territorio Nacional.

Parágrafo 1°. Las Corporaciones Autónomas 
Regionales, las de Desarrollo Sostenible, los Grandes 
Centros Urbanos y las autoridades ambientales 
creadas mediante la Ley 768 de 2002, expedirán 

presente ley, para los proyectos, obras o actividades 
que se ejecuten en el área de su jurisdicción.

Parágrafo 2°. Sin perjuicio de los trámites y 
procedimientos propios de la aprobación, adopción, 
ejecución y articulación de los Planes de Ordenación 

estudio deberán ser tenidos en cuenta por las 
Autoridades Ambientales para la emisión de la 

Artículo 3°. Las 
medidas de compensación entendidas como acciones 
dirigidas a resarcir y retribuir a las comunidades, 
las regiones, localidades y al entorno natural por 
los impactos o efectos negativos generados por 
un proyecto, obra o actividad, que no puedan ser 
evitados, corregidos, mitigados o sustituidos, deberán 
estar enmarcados en las acciones del componente 
programático establecido en la formulación del Plan 

(POMCA) correspondiente.
Artículo 4°. Implementación. La exigencia de 

la presente ley deberá ser implementada por 
parte del Ministerio del Ambiente y Desarrollo 
Sostenible, en los 3 meses siguientes de la aprobación 
por parte del Congreso y la sanción Presidencial de 
la misma.

Artículo 5°.  La presente ley rige a partir 
de su promulgación.

COMISIÓN QUINTA CONSTITUCIONAL 
PERMANENTE SENADO DE LA REPÚBLICA 

Bogotá, D. C., veintisiete (27) de noviembre de 
dos mil catorce (2014).

El presente informe de ponencia para segundo 
debate fue autorizado por el Presidente y el Secretario 
General de la Comisión.
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TEXTO APROBADO EN PRIMER 
DEBATE POR LA COMISIÓN QUINTA 

CONSTITUCIONAL PERMANENTE 
DEL SENADO DE LA REPÚBLICA, AL 

PROYECTO DE LEY NÚMERO 84 DE 2013 
SENADO

desarrollarán con los Planes de Ordenación y 

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Objeto de la ley. La presente ley 
tiene por objeto establecer que todos los proyectos, 
obras y actividades que solicitan la obtención de la 
Licencia Ambiental, deben presentar como requisito 

(POMCA) en el territorio nacional, en concordancia 
con lo establecido en el artículo 23 del Decreto 1640 
de 2012.

Artículo 2°. xigibilidad del certi cado. Los 
proyectos, obras y actividades que se encuentren 
sujetos de la obtención de la Licencia Ambiental, en 
el marco de lo establecido en los artículos 7°, 8° y 
9° del Decreto 2820 de 2010 o las normas que lo 

de compatibilidad con los Planes de Ordenación y 

territorio Nacional.
Parágrafo 1°. Las Corporaciones Autónomas 

Regionales, las de Desarrollo Sostenible, los Grandes 
Centros Urbanos y las autoridades ambientales 
creadas mediante la Ley 768 de 2002, expedirán 

presente ley, para los proyectos, obras o actividades 
que se ejecuten en el área de su jurisdicción.

Parágrafo 2°. Sin perjuicio de los trámites y 
procedimientos propios de la aprobación, adopción, 
ejecución y articulación de los Planes de Ordenación 

estudio deberán ser tenidos en cuenta por las 
Autoridades Ambientales para la emisión de la 

Artículo 3°. Medidas de compensación. Las 
medidas de compensación entendidas como acciones 
dirigidas a resarcir y retribuir a las comunidades, 
las regiones, localidades y al entorno natural por 
los impactos o efectos negativos generados por 
un proyecto, obra o actividad, que no puedan ser 
evitados, corregidos, mitigados o sustituidos, deberán 
estar enmarcados en las acciones del componente 
programático establecido en la formulación del Plan 

(POMCA) correspondiente.

Artículo 4°. Implementación. La exigencia de la 
presente ley; deberá ser implementada por parte del 
Ministerio del Ambiente y Desarrollo Sostenible, en 
los 3 meses siguientes de la aprobación por parte del 
Congreso y la sanción Presidencial de la misma.

Artículo 5°. Vigencia. La presente ley rige a 
partir de su promulgación.

En los anteriores términos fue aprobado en 
primer debate el Proyecto de ley número 84 de 
2013 Senado, 

disposiciones, en sesión del diecisiete (17) de junio 
de dos mil catorce (2014).

C O N T E N I D O
Gaceta número 773 - Viernes 28 de noviembre de 2014

SENADO DE LA REPÚBLICA
INFORME DE OBJECIONES

Informe de Objeciones al Proyecto de ley número 
207 de 2012 Cámara, 113 de 2013 Senado, por 
medio del cual se crea el Fondo de Fomento Pa-

-
caudo y administración de la Cuota de Fomento 
Fiquero y se dictan otra disposiciones. .............. 1

PONENCIAS
Informe de Ponencia primer debate del Proyecto 

de ley número 52 de 2014 Senado, por la cual 
se otorga reconocimiento creando estímulos a 
los Miembros de las Juntas Administradoras 
Locales del país, se r ne su funcionamiento 
y se dictan otras disposiciones. .......................... 12

Informe de Ponencia, texto propuesto para se-
gundo debate y texto aprobado en primer de-
bate al Proyecto de ley número 84 de 2013 
Senado, por medio de la cual se obliga la 

-
vidades que se desarrollarán con los Planes 
de Ordenación y Manejo de Cuencas Hidro-

ambiental y se dictan otras disposiciones. ......... 13
IMPRENTA NACIONAL DE COLOMBIA - 2014

Págs.

azamora
Resaltado


